[image: image1.jpg]Ministerio de.
Relaciones
Exteriores



RESPUESTA DEL ESTADO DE CHILE

Documento elaborado por el Servicio Nacional de Discapacidad

Agosto de 2019

RESPUESTA DEL ESTADO DE CHILE

CUESTIONARIO 
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los derechos de las personas con discapacidad
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Respuestas al cuestionario 

	1. Por favor remita información sobre buenas prácticas existentes en la legislación, las políticas y/o las medidas institucionales adoptadas en su país a fin de garantizar el acceso efectivo a la justicia de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, conforme al artículo 13 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.


En el ámbito normativo, la Constitución Política de la República, establece en su artículo 1, que todas las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos. 
El artículo 19 de la Carta Fundamental establece un catálogo de garantías constitucionales, entre las que se encuentran: a) N° 2º.- La igualdad ante la ley. En Chile no hay persona ni grupo privilegiados. En Chile no hay esclavos y el que pise su territorio queda libre. Hombres y mujeres son iguales ante la ley. Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias; b) N° 3º.- La igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos. Toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida (…). La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos. La ley señalará los casos y establecerá la forma en que las personas naturales víctimas de delitos dispondrán de asesoría y defensa jurídica gratuitas, a efecto de ejercer la acción penal reconocida por esta Constitución y las leyes. Toda persona imputada de delito tiene derecho irrenunciable a ser asistida por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare uno en la oportunidad establecida por la ley (…).

Estas garantías se establecen en favor de todas las personas, sin distinción, ni discriminación, por tanto, las mismas, son aplicables a las personas con discapacidad.
Por su parte, el artículo 3 de la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, consagra, dentro de los principios de esta normativa, el de accesibilidad universal y el de diseño universal. El primero alude a “[l]a condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible”. El segundo principio, por su parte, se refiere a [l]a actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de forma que puedan ser utilizados por todas las personas o en su mayor extensión posible”.
Asimismo, el artículo 8 de esta misma ley dispone: “Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, el Estado establecerá medidas contra la discriminación, las que consistirán en exigencias de accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso.

Se entiende por exigencias de accesibilidad, los requisitos que deben cumplir los bienes, entornos, productos, servicios y procedimientos, así como las condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas, con arreglo al principio de accesibilidad universal.

Los ajustes necesarios son las medidas de adecuación del ambiente físico, social y de actitud a las carencias específicas de las personas con discapacidad que, de forma eficaz y práctica y sin que suponga una carga desproporcionada, faciliten la accesibilidad o participación de una persona con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos.

Conducta de acoso, es toda conducta relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.”. 

De esta manera, en el ordenamiento jurídico chileno se reconocen en términos generales los principios de accesibilidad y diseño universal, así como la necesidad de adoptar medidas específicas contra la discriminación de personas con discapacidad – exigencias de accesibilidad, ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso, según lo dispuesto en el citado artículo 8 de la Ley N° 20.422 –  y, particularmente, en el ámbito específico de acceso a la justicia, la Ley N° 20.146, que establece reglas especiales para la apelación en causas relativas a la discapacidad, contempla que éstas gozan de preferencia para su vista y fallo por la respectiva Corte de Apelaciones. 
A nivel de políticas y medias institucionales, y con respecto al derecho a defensa gratuita consagrado constitucionalmente, puede señalarse que el Servicio Nacional de la Discapacidad (en adelante, SENADIS), desde el año 2015, y a través de su Departamento de Defensoría de la Inclusión, ejecuta el Programa Acceso a la Justicia para personas con discapacidad, el cual consiste en otorgar asesoría jurídica gratuita y de calidad a personas que hayan sido víctimas de discriminación o vulneración de derechos en razón de su discapacidad.
Este programa se ejecuta en coordinación y colaboración con las cuatro Corporaciones de Asistencia Judicial (CAJ) existentes en todo Chile, esto es, CAJ Tarapacá, CAJ Valparaíso, CAJ Metropolitana y CAJ Biobío. 
A través de convenios de colaboración y transferencia de recursos, SENADIS remesa recursos a las citadas Corporaciones de Asistencia Judicial para que éstas, a su vez, contraten a un/a abogado/a por región del país
, con el objeto de que éste/a se dedique exclusivamente a atender casos de vulneración de derechos y/o discriminación en razón de la discapacidad y a generar otro tipo de acciones relacionadas a ello. Así, este programa cuenta con 17 abogados/as, toda vez que en la Región Metropolitana se contratan 2 profesionales de este tipo. Estos/as abogados/as asesoran jurídicamente a las personas que se sientan o hayan sido vulneradas en sus derechos en razón de la discapacidad, pudiendo, a su vez, interponer las diversas acciones judiciales que sean necesarias para abordar el caso específico de que se trate.
Junto con esta asesoría, los/as abogados/as cumplen un rol importante como difusores/as y promotores/as de derechos de las personas con discapacidad, debiendo realizar charlas, talleres y/u organizar seminarios en materia de derechos humanos y discapacidad, abarcando diversos ámbitos de interacción en la región en que se desempeñan. Estas acciones están destinadas a educar e informar tanto a las propias CAJ, como a otras instituciones públicas relevantes en el acceso a la justicia, y a la sociedad civil.
Este programa surgió como una respuesta a la necesidad de las personas con discapacidad de contar con asesoría especializada y resguardar sus derechos y el acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás personas previendo, de esta manera, las posibles vulneraciones que se podrían suscitar en el ámbito judicial, donde específicamente se requiere de una mirada inclusiva y accesible.

Desde otro ámbito, Carabineros de Chile, como actor relevante en materia de acceso a la justicia, ha desarrollado una alta consideración y preocupación por los grupos vulnerables, incluyendo entre éstos a las personas con discapacidad. Por esta razón, la institución ha estado ejecutando un importante trabajo en el área de educación y también en las áreas operativas, poniendo énfasis en incorporar y transversalizar los derechos humanos a la función policial, insertando esta temática en todos sus procesos educacionales.

A través de la Dirección de Derechos Humanos de Carabineros, se realiza anualmente el Curso de Instructores en Derechos Humanos Aplicados a la Función Policial. En la actualidad, Carabineros de Chile cuenta con 252 instructores a nivel nacional y 27 ayudantes de instructores. Desde 2016 a la fecha, se ha capacitado a 39.364 carabineros que realizan funciones principalmente operativas.

Ello mejora el actuar de Carabineros en su quehacer diario, entregando herramientas necesarias para el mejor abordaje de situaciones en donde se vea involucrada alguna persona con discapacidad, pudiendo contar con los resguardos indispensables tanto para la entrega de información, atención en las propias unidades, o bien, en caso de producirse una detención.

Por su parte, la Defensoría Penal Pública (DPP), como otro actor indispensable en los procesos judiciales, fue creada en el año 2001, bajo el marco de la reforma procesal penal, para proporcionar defensa penal a los/as imputados o acusados/as por un crimen, simple delito o falta, que carezcan de abogado/a, asegurando de esta manera el derecho a defensa por un/a letrado/a y el debido proceso en el juicio penal.

En las diversas líneas de defensa que se han desarrollado en la DPP, se ha incorporado la variable discapacidad de manera transversal y se han adoptado medidas tendientes a asegurar la atención.

A la fecha, la DPP se encuentra desarrollando un Manual de Actuaciones Mínimas que permita a los/as defensores/as penales públicos atender adecuadamente a quienes tengan discapacidad mental, pudiendo configurarse una causal de inimputabilidad, de acuerdo a las normas contenidas en el Código Penal y Código Procesal Penal. Se espera su publicación durante el segundo semestre de 2019.

Respecto de las personas con discapacidad auditiva, la DPP cuenta con un sistema integrado que permite contar con intérprete en lengua de señas en caso de imputados/as sordos/as. Los/as intérpretes en lengua de señas son contratados/as como peritos. 

Por otra parte, la DPP cuenta con recursos para traslado de profesionales de la Unidad de Apoyo a la Gestión de Defensa, a fin de visitar a las personas con discapacidad física que no puedan trasladarse por sí mismas y conducirlas a tribunales, de ser requerida su presencia.

Existen, además, algunas iniciativas regionales de la DPP, consideradas buenas prácticas para garantizar el acceso a la justicia de las personas con discapacidad. Entre ellas, cabe destacar el Plan Piloto sobre Defensoría Inclusiva Región Aysén 2016 y Protocolo de atención de usuarios en situación de discapacidad
.

	2. Por favor remita información sobre buenas prácticas existentes en su país, incluyendo estrategias y guías para facilitar la participación directa o indirecta de las personas con discapacidad en los procedimientos judiciales y otros procedimientos legales (por ejemplo, como partes interesadas, testigos, jurado, jueces, abogados, peritos), incluyendo las áreas de:

· Reconocimiento del derecho a la legitimación procesal.
· Accesibilidad y acceso a la información;
· Ajustes de procedimiento, ajustes adecuados al género y a la edad; y 

· Prestación de asistencia jurídica.


Con relación a la facilitación de la participación de las personas con discapacidad en procedimientos judiciales, SENADIS, a través de su Programa Acceso a la Justicia, presta asesoría especializada a las personas con discapacidad y las representa en juicios donde se substancian principalmente situaciones de discriminación y vulneraciones de derechos en razón de la discapacidad. No obstante, los/as abogados/as ejecutores del programa también cumplen un rol como curadores ad - litem en juicios de familia principalmente (medidas de protección y violencia intrafamiliar), en los que son nombrados como tales por los propios tribunales cuando en estos juicios se identifica la participación de alguna persona con discapacidad que pudiera encontrarse en una situación de mayor vulnerabilidad respecto de los demás intervinientes en el juicio o en razón de la materia misma de que se trate.
Por otra parte, el mismo Programa Acceso a la Justicia, contempla la posibilidad de contratar intérpretes en lengua de señas que acompañen a las personas sordas que lo requieran, durante todo el proceso judicial y extrajudicial, esto es, desde la entrevista con el/la abogado/a, a la lectura de la sentencia o a la suscripción de acuerdos (avenimiento, transacciones, conciliación), por ejemplo.

Asimismo, dentro de las funciones del Departamento de Defensoría de la Inclusión de SENADIS, se encuentra la difusión y promoción de derechos y, en virtud de ello, se realizan charlas y talleres destinados a concientizar, sensibilizar y educar a servicios públicos relacionados al ámbito de la justicia, a fin de que incorporen la variable discapacidad en su quehacer diario, informándoles sobre las temáticas abordadas tanto en la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, como en la legislación vigente en esta materia.
Así, se ha desarrollado un trabajo con Carabineros de Chile, Gendarmería de Chile, Poder Judicial, Ministerio de Obras Públicas, Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), Fondo Nacional de Salud (FONASA), realizando charlas y módulos de capacitación. 
En esa misma línea, se presta apoyo técnico a dichas instituciones y a quienes lo requieran, en la realización de protocolos de actuación y atención a personas con discapacidad.
Asimismo, SENADIS, desde el año 2013, ha mantenido un trabajo constante de apoyo técnico al Poder Judicial, representado a través de su Corporación Administrativa, suscribiendo en dicha época un convenio de colaboración. Dentro de las acciones desarrolladas, se encuentra la ejecución de diversos ciclos de capacitaciones a funcionarios/as del Poder Judicial, de los distintos estamentos, como, asimismo, el otorgamiento de apoyo en su gestión interna para la implementación de la inclusión de las personas con discapacidad, como usuarios/as del sistema, o bien como funcionarios/as del mismo.
A través de dichas capacitaciones, se ha logrado instalar la temática al interior de la institución, promoviendo los derechos de las personas con discapacidad y logrando visibilizar las brechas existentes en los procedimientos judiciales e identificando aspectos de mejora, con su consecuente implementación.
Por otra parte, en el ámbito del proceso penal, el Ministerio Público, desde el año 2015, se encuentra desarrollando, a través de la División de Atención a Víctimas y Testigos, un sistema de interpretación a distancia en lengua de señas para sus usuarios/as con discapacidad auditiva que concurren a todas las Fiscalías Locales del país, ya sea para entregar información general, antecedentes de las causas, realizar denuncias, prestar declaración, ser atendidos/as por la unidad de víctimas y testigos, entre otras cosas.

A ello se suma, el convenio de colaboración suscrito con la Asociación Chilena de Sordos (ASOCH) para proveer de intérprete en lengua de señas en caso que quien deba prestar declaración o participar en audiencias ante tribunales, sea una persona con discapacidad auditiva.

Para usuarios/as con movilidad reducida o dificultad de desplazamiento, cuentan en todas las fiscalías, con sillas de ruedas para facilitar su traslado
.

Desde otro ámbito, la Policía de Investigaciones de Chile (PDI) ha ido adaptando la infraestructura de los cuarteles policiales, a fin de ir alcanzando paulatinamente la accesibilidad universal.   
Carabineros de Chile, viene desarrollando hace algunos años, un trabajo colaborativo con SENADIS y, dentro de estas acciones, se encuentra la revisión de protocolos de actuación de Carabineros en la función policial, a fin de incorporar las consideraciones particulares que se deben tener en cuenta respecto de las personas con discapacidad en los distintos procedimientos policiales, ya sea respecto de la atención, el uso de la fuerza y la privación de libertad.

La DPP, durante 2018, estableció en sus bases de licitación, determinadas exigencias para que más del 93% de los inmuebles arrendados para las defensorías locales y un 82,3% de las oficinas de atención a usuarios/as a través de defensorías licitadas, cumplan con las condiciones de accesibilidad universal establecidas en el Decreto Supremo N° 50 del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este sentido, la DPP ha logrado que todos sus inmuebles propios cumplan con la normativa vigente.
En materia de accesibilidad web, el sitio web de la DPP cumple con 21 de los 38 criterios para la certificación doble A(A+AA) WAGC 2.0, instrumento internacional de evaluación
.

Además, cuentan con intérprete en lengua de señas para personas sordas que comparezcan durante el proceso penal en todas las actuaciones que lo requieran.
Por su parte, el Poder Judicial, a través de su Corporación Administrativa, desde el año 2016, ha venido implementando el Servicio de Traducción en Línea para Tribunales de Justicia, que consiste en la inclusión de personas con discapacidad auditiva, extranjeros (migrantes) y pueblos originarios en los procesos judiciales, tales como, audiencias o trámites más simples como solicitud de información y orientación en los mesones de atención de público de tribunales, mediante un servicio de intérpretes en lenguaje de señas, idiomas extranjeros y/o lenguas originarias, que se encuentra disponible en una plataforma virtual para el uso de usuarios/as, jueces, juezas y funcionarios/as. 

En el año 2016, se dio inicio a la I Fase Piloto: Lengua de Señas Chilena, inglés y Mapudungún, la cual fue implementada en 6 tribunales del país: jurisdicciones de Santiago, Concepción y Temuco. 

En 2017, se continuó con la II y III Fase Piloto: Lengua de Señas y creole (kreyòl ayisyen o criollo haitiano), ampliándose a 18 tribunales (Penal, Familia y Laboral): jurisdicciones de Antofagasta, Copiapó, Santiago, San Miguel, Talca, Concepción y Temuco.

En 2018, se dio inicio a la I Etapa Implementación: Lengua de Señas, creole y otras lenguas extranjeras y originarias, en todos los módulos de atención de público de los juzgados reformados (con procedimientos orales) y en cerca de 80 salas de audiencias del país, priorizando la judicatura de Familia.
Entre 2019 y 2020, se ejecutará la II y III Etapa Implementación y se espera abarcar todos los tribunales con procedimientos orales del territorio nacional, incluyendo los Juzgados de Letras con Competencia Común.

A diciembre de 2018, ya se habían realizado 457 interpretaciones, con un promedio de atención de 28 minutos y un peak de utilización en los meses de julio y agosto de ese año. Un 32% de las atenciones se habían realizado en el Centro de Atención de Asuntos de Familia (CAAF) y un 10% en el Juzgado de Familia de Coronel.
El 68% de las atenciones se realizó en salas de audiencia y sobre el 30% en los módulos o mesones de atención de público, donde el 45% corresponde a traducciones en “lengua de señas chilena” y el 54% a “creole” o haitiano criollo
.
El Poder Judicial, también ha implementado señalética inclusiva y módulos de autoconsulta accesibles, en tribunales. Se desarrolló folletería inclusiva en braille. Se elaboró un video referente a los derechos y deberes de las personas frente a la justicia con lengua de señas
.
	3. Por favor remita información sobre buenas prácticas existentes en la jurisprudencia de su país en relación con el acceso efectivo a la justicia de las personas con discapacidad. 


En Chile se encuentra vigente normativa específica que busca sancionar las prácticas discriminatorias en razón de la discapacidad y restablecer el imperio del derecho. En este sentido, en 2010, entró en vigencia la Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, la cual, además de reconocer derechos a las personas con discapacidad y establecer beneficios, contempla la posibilidad de interponer una acción especial en contra de actos u omisiones arbitrarias o ilegales que amenacen, perturben o priven a las personas en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley. Es una acción que se interpone ante el juez de policía local competente del domicilio de la víctima, para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado. Esta acción permite la aplicación de una multa de 10 a 120 unidades tributarias mensuales, suma que ingresará a las arcas del respectivo municipio, para su destinación exclusiva a programas y acciones en beneficio de las personas con discapacidad de la comuna. La multa se duplicará en caso de reincidencia. Para el caso de que el denunciado o demandado no adopte las medidas ordenadas por el juzgado de policía local correspondiente o bien insista en el incumplimiento de la normativa, además de la sanción pecuniaria el juez podrá decretar la medida de clausura del establecimiento de que se trate.

Asimismo, en 2012 entró en vigencia la Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, la cual contempla la acción de no discriminación arbitraria, que puede ser interpuesta por quien resulte directamente afectado por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria, ante el juzgado de letras en lo civil, ya sea del domicilio del afectado o del responsable de dicha acción u omisión. Lo que busca esta acción es que se declare si ha existido o no discriminación arbitraria y, en el primer caso, se dejará sin efecto el acto discriminatorio, se dispondrá que no sea reiterado u ordenará que se realice el acto omitido, fijando, en el último caso, un plazo perentorio prudencial para cumplir con lo dispuesto. Podrán también adoptarse las demás providencias que el tribunal juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado/a. Si hubiere existido discriminación arbitraria, el tribunal aplicará, además, una multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, a las personas directamente responsables del acto u omisión discriminatorio.
Por otra parte, en el artículo 20 de la Constitución Política de la República se consagra la denominada “Acción de Protección”, en los siguientes términos: “El que por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías establecidos en el artículo 19, números 1º, 2º, 3º inciso quinto, 4º, 5º, 6º, 9º inciso final, 11º,12º, 13º, 15º, 16º en lo relativo a la libertad de trabajo y al derecho a su libre elección y libre contratación, y a lo establecido en el inciso cuarto, 19º, 21º, 22º, 23º, 24°, y 25º podrá ocurrir por sí o por cualquiera a su nombre, a la Corte de Apelaciones respectiva, la que adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, sin perjuicio de los demás derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunales correspondientes (…)”.
En este contexto, y a partir de los datos proporcionados por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE)
, a través de su Informe Anual sobre Justicia, cabe señalar que, durante el año 2016, ingresaron 64 causas a los tribunales civiles por acción de la Ley N° 20.609. De este total, terminaron 33, de las cuales 23 fue por sentencia definitiva, a 5 no se les dio curso, 5 se tuvieron por no presentadas.
En el año 2017, ingresaron 72 causas a los tribunales civiles por acción de la Ley N° 20.609. De este total, terminaron 37, de las cuales 18 fue por sentencia definitiva, 4 retiraron la demanda, a 6 no se les dio curso, 9 se tuvieron por no presentadas.
Durante el año 2018, ingresaron 70 causas a los tribunales civiles por ejercicio de la acción contemplada en la Ley N° 20.609. De este total, 28 se encuentran concluidas, de las cuales 5 fueron por sentencia definitiva, a 5 no se les dio curso, 17 se tuvieron por no presentadas y en un caso no corresponde el ingreso
.
En la siguiente tabla se muestra las causas de que ha tomado conocimiento la Corte Suprema en razón de la interposición de la acción por discriminación de la Ley N° 20.609, que tengan su origen en la situación de discapacidad del afectado, desde la entrada en vigencia de dicha norma (publicación: 24 de julio de 2012).

	N°
	ROL
	FECHA
	SALA
	MINISTROS
	RESUMEN

	1
	 41.884-2017.-
	09-10-2018
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señores Hugo Dolmestch U., Ricardo Blanco H., señora Gloria Ana Chevesich R., y los Abogados Integrantes señores Diego Munita L., y Antonio Barra R.
	Acción por discriminación en evaluación para renovación de licencia de conducir.

ACOGIDA 

Fallo impugnado infringe normativa al desestimar demanda pese a que demandada ejecutó un acto discriminatorio y arbitrario, en atención a discapacidad del actor, exigiéndole realización de test y exámenes de medición estandarizados para renovación de su licencia de conducir, sin tomar en cuenta su condición especial.

	2
	41.388-2017.-
	25-07-2018
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señor Ricardo Blanco H., señoras Gloria Ana Chevesich R., Andrea Muñoz S., y los abogados integrantes señor Álvaro Quintanilla P., y señora Leonor Etcheberry C.
	Acción por discriminación contra empresa de transporte de pasajeros Metro S.A.

ACOGIDA

Evacuación de todos los pasajeros del servicio de transporte subterráneo del Metro de Santiago por supuesto artefacto explosivo, con excepción de actora que se desplazaba en silla de ruedas, configura un acto de discriminación en razón de su discapacidad física.

	3
	92.909-2016.-
	04-06-2018
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señor Ricardo Blanco H., señora Andrea Muñoz S., señor Arturo Prado P., y los Abogados Integrantes señor Carlos Pizarro W., y señora Leonor Etcheberry C.
	Acción por discriminación 

RECHAZADA

Acciones discriminatorias deben ser carentes de justificación razonable.

Recurrida no ha discriminado a discapacitado al realizar una serie de acciones destinadas a que pudiera cursar sus ramos.

Recurrente ha aprobado todas las materias que ha cursado en las cuales se ha presentado a rendir examen, por lo cual ha logrado ejercer su derecho a educación, aunque lo ha hecho con esfuerzo mayor que quienes no tienen discapacidad, pero que ha recibido ayuda por parte de institución para lograr sus objetivos.

Falta de implementación por parte de institución de sistemas "jaws" y "lambda" no importa discriminación arbitraria ni carecer de una justificación razonable, ya que no es única forma en que persona con discapacidad visual puede tener acceso a educación superior.

	4
	38.521-2017.-
	21-06-2018
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señor Ricardo Blanco H., señoras Gloria Ana Chevesich R., Andrea Muñoz S., señor Carlos Cerda F., y el Abogado Integrante señor Rodrigo Correa G.
	Acción por discriminación contra establecimiento educacional que implementó proyecto piloto de integración para postulantes con síndrome de down en educación inicial, por imponer permanencia de niño con síndrome de Down en kínder, impidiendo su ingreso a educación básica.

ACOGIDA en procedimiento sumario especial
Sentencia impugnada incurre en error de derecho al rechazar acción por discriminación arbitraria, atendido que demandada no ha acreditado que diferencia efectuada respecto de menor sea justificable u obedezca a una finalidad legítima.

Ausencia de discriminación requiere no sólo existencia de alguna justificación razonable, sino también presencia de una finalidad legítima.

Alegaciones y antecedentes aportados por demandada no permiten establecer que su preocupación fundamental sea buscar mejores condiciones para desarrollo de menor, sino más bien dice relación con proyecto educativo de establecimiento educacional.

Aunque sea entendible que establecimiento educacional demandado no esté suficientemente preparado para asumir desafío de integrar a menor con síndrome de Down, asumió una responsabilidad al aceptarlo como parte de comunidad escolar.

Invocar condición de menor para impedir su ingreso a educación básica y por ello mantenerlo en kínder implica contravención de normativa nacional e internacional, considerando especialmente que en Chile el ingreso a educación básica no está condicionado a aprobación de kínder.

	5
	42.000-2017.-
	19-03-2018
	Primera Sala
	Pronunciado por la Primera Sala de la Corte Suprema por los Ministros Sr. Guillermo Silva G., Sra. Rosa Egnem S., Sra Gloria Ana Chevesich R., Sr. Rodrigo Biel M. (s) y Abogado Integrante Sr Jaime Rodríguez E.
	Acción por discriminación 

RECHAZADA

Recurso de casación sustantivo intentado adolece de manifiesta falta de fundamento, pues no se denuncia infracción concreta a reglas de sana crítica y ello determina ausencia de demás errores normativos invocados.

Alegaciones de recurrente apuntan a valoración de prueba aportada que efectuaron sentenciadores del grado, cuestión improcedente ya que tal actividad es extraña a finalidades de casación sustantiva.

Recurrente cuestiona hechos establecidos en que se funda decisión impugnada, pero omite presentar con precisión atentados a reglas de lógica, máximas de experiencia y conocimientos científicamente aceptados.

Únicamente jueces del fondo se encuentran facultados para fijar hechos del juicio, sin que sea dable su revisión en sede de casación a menos que se denuncie y compruebe efectiva infracción a reglas de sana crítica.

	6
	38.238-2016.-
	19-12-2017
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señores Haroldo Brito C., Ricardo Blanco H., señoras Gloria Ana Chevesich R., Andrea Muñoz S., y la Abogada Integrante señora Leonor Etcheberry C.
	Acción por discriminación 

ACOGIDA

en procedimiento sumario especial.

Sentencia impugnada incurre en vicio de casación formal de falta de consideraciones de hecho y derecho que debían servirle de fundamento, autorizando casar de oficio.

Fallo de base y sentencia de alzada que lo confirmó omiten toda consideración sobre prueba documental rendida por ambas partes, siendo insuficiente afirmar que ella en nada altera conclusiones asentadas para entender por cumplida obligación legal de ponderación.

Sólo ponderación previa de totalidad de prueba aportada autorizará a inferir si tiene o no incidencia en decisión de asunto sometido a consideración del tribunal, deber legal que claramente fue incumplido por jueces del grado.

Sentencia de primer grado analizó prueba testimonial rendida y omitió toda consideración sobre documental aportada, vicio que fallo de segundo grado hizo suyo.

	7
	2847-2017.-
	23-10-2017
	Tercera Sala
	Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema integrada por los Ministros Sr. Sergio Muñoz G., Sra. María Eugenia Sandoval G., y Sr. Manuel Valderrama R., y los Abogados Integrantes Sr. Álvaro Quintanilla P., y Sr. Juan Eduardo Figueroa V.
	Acción por discriminación 

RECHAZADA

Construcción de pasarela peatonal sin implementar medidas para permitir acceso a personas discapacitadas o con movilidad reducida, no resulta actuar discriminatorio.

Ley N° 20.422 queda, por mandato legal, sujeta a publicación de reglamento que debía ser elaborado por ministerio de vivienda y urbanismo, con plazo de adecuación de 3 años.

Reglamento no había sido dictado a fecha de construcción de pasarela y de recepción de obras por parte de municipalidad de La Serena.

Dirección de Obras Municipales no estaba en condiciones de exigir al proyecto presentado por centro comercial, construcción de ascensor que permitiera uso de pasarela a personas con discapacidad o movilidad reducida.

Ente técnico encargado de entregar recepción de obras, se encontraba obligado a verificar cumplimiento de requisitos exigidos en ley vigente, como asimismo observancia de condiciones que se previeron en estudio de impacto sobre el sistema de transporte urbano aprobado previamente por autoridades respectivas, sin que se encontrara facultada a imponer más condiciones que las previstas.

Centro comercial denunciado no incurrió en conducta que implica discriminación arbitraria al no contemplar elevador o ascensor en pasarela peatonal, puesto que a fecha de aprobación de proyecto y de recepción de obras, no habían sido dictadas normas técnicas que determinan soluciones específicas que deben cumplir edificaciones nuevas.

	8
	16.940-2016.-
	06-07-2016
	Cuarta Sala
	Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte Suprema integrada por los Ministros señores Sergio Muñoz G., Ricardo Blanco H., señora Gloria Ana Chevesich R., señor Jorge Dahm O., y Abogada Integrante señora Leonor Etcheberry C.
	Acción por discriminación

ACOGIDA

Jueces de fondo efectúan correcta aplicación de normativa atinente al caso, al acoger denuncia por discriminación arbitraria.

Sentencia impugnada estima arbitraria decisión de compañía aérea demandada consistente en impedir embarque a denunciante el mismo día del vuelo, pese a advertir previamente su grado de discapacidad.

Demandada incumple deber de informar negativa de volar antes de producirse embarque, extemporaneidad que produjo concreción del hecho que se reprocha.

Reproche contra denunciada se basa en ser inoportuna la comunicación efectuada a denunciante, quien se sometió a trato injustificado por sola condición de su discapacidad, sin fundarse en concurrencia de alguna garantía constitucional que excluya su antijuridicidad.

Improcedente invocación efectuada por denunciada de normativa que la obliga a ser receptiva con discapacitados, pues misma regla no puede servir de base para estimar concurrente acto discriminatorio como uno de exclusión.

	9
	31.297-2015.-
	21-03-2016
	Tercera Sala
	Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema integrada por los Ministros Sr. Pedro Pierry A., Sra. María Eugenia Sandoval G., y Sr. Manuel Valderrama R., y los Abogados Integrantes Sr. Jaime Rodríguez E., y Sr. Arturo Prado P.
	Acción por discriminación contra Dirección del Tránsito de Punta Arenas

RECHAZADA

Recurrente hace consistir acto de discriminación en restricción arbitraria de periodo de renovación de su licencia de conducir clase b.

Sentenciadores del grado concluyeron que acto administrativo impugnado se ajustaba plenamente a normas legales y reglamentarias vigentes.

Sentenciadores no incurren en errores de derecho denunciados por recurrente, pues se limitan a aplicar normativa que rige situación materia de autos.

Acto de discriminación arbitraria, definición legal.

Actos de discriminación arbitraria requieren concurrencia de conductas descritas en Ley 20.609 que establece medidas contra discriminación.

Autoridad municipal se encuentra autorizada por ley para restringir periodo de renovación de licencia de conducir, pues actor reprobó examen de manivela.

	10
	4999-2015.-
	21-10-2015
	Tercera Sala
	Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema integrada por los Ministros Sra. Rosa Egnem S., Sra. María Eugenia Sandoval G., Sr. Carlos Aránguiz Z., y los abogados Integrantes Sr. Jaime Rodríguez E. y Sr. Arturo Prado P.
	Acción por discriminación arbitraria 

RECHAZADA

Armada de Chile tuvo facultades legales para dictar resolución acusada como arbitraria e ilegal, fundada en diversos antecedentes, tales como exámenes de salud, informes médicos psiquiátricos y certificados de salud, ratificados en lo pertinente, por aquellos que los elaboraron.

Jueces del grado explican motivos o causas de decisión adoptada en resolución impugnada, resultando impropio afirmar que actuación resulta de un acto irreflexivo o infundado.

Resolución que dispuso retiro absoluto de actor de Armada de Chile, corresponde a ordinario que lo declaró no apto para servicio y no afecto a lo establecido en el ámbito del artículo 237 del DFL N° 1 de 1997, expresando que resolución tuvo su fundamento en decisión de comisión de sanidad de armada, durante evaluación psiquiátrica practicada a su persona.


	4. Por favor remita información sobre buenas prácticas en su país para promover el acceso efectivo a recursos y reparaciones en casos donde los derechos de las personas con discapacidad han sido vulnerados.


Las acciones judiciales antes mencionadas no contemplan la posibilidad de exigir compensación pecuniaria en favor del afectado/a por la realización de los actos discriminatorios. Los montos que se establecen como sanción son a beneficio municipal o fiscal, respectivamente. En el caso de la acción del artículo 57 de la Ley N° 20.422, las multas que se apliquen deben ser destinadas exclusivamente a programas y acciones en beneficio de las personas con discapacidad de la comuna que corresponda.
Sin perjuicio de ello, con la sentencia declarativa en los juicios antes mencionados, se puede iniciar un nuevo juicio por indemnización de perjuicios ante tribunales de letras con competencia en materia civil. Esta acción será conocida en un juicio ordinario, por lo general, de lato conocimiento.

En materia penal, el Código Procesal Penal, considera facultativo para las víctimas el ejercicio de la acción civil destinada a perseguir las responsabilidades civiles derivadas del hecho punible, entre los cuales se sitúa el daño patrimonial y extra patrimonial que pueda sufrir una persona con discapacidad como consecuencia de un ilícito penal. 
Por otra parte, cabe mencionar que, en el ámbito penal, la DPP ejerce todos los mecanismos procesales existentes en el ordenamiento jurídico para garantizar el respeto de los derechos de las personas a las que asiste. Para ello, la DPP se vale de la cautela de garantías, el amparo ante el Juez de Garantía, la interposición de la acción constitucional de amparo y requerimientos administrativos; careciendo de facultades para perseguir reparaciones de las personas que hayan sido vulneradas con ocasión de un proceso penal.
	5. Por favor remita información sobre cualquier iniciativa innovadora que haya sido adoptada en su país para promover y garantizar el acceso efectivo a la justicia de las personas con discapacidad.


El Ministerio Público se encuentra en proceso de licitación para la realización del “Estudio descriptivo sobre víctimas de delito pertenecientes a grupos en situación de vulnerabilidad y sus necesidades de atención y protección”, a cargo de la División de Atención a Víctimas y Testigos. Con este estudio, se busca identificar brechas existentes dentro del Ministerio Público en el acceso a la justicia de las personas en situación de vulnerabilidad, entre ellas, las personas con discapacidad. Como producto de este estudio, se espera obtener recomendaciones de actuación general y de perfeccionamiento de los actuales modelos de atención y protección que permitan asegurar el acceso a la justicia de los/as usuarios/as vulnerables, incluidos/as los que presentan discapacidad.
Asimismo, se han desarrollado adecuaciones en la infraestructura de la Fiscalía Nacional, a través de su Unidad de Infraestructura, en todas sus áreas de atención al público
.
Por su parte, en la PDI se desarrolla el Diplomado Internacional sobre Derechos Humanos dirigido a funcionarios/as de áreas operativas de la institución. En 2018, se llevó a cabo la VII versión de este diplomado con la colaboración del Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDDHH) y la Agencia Internacional para el Desarrollo (AGCID), denominado “Seguridad eficaz y acceso a la justicia con enfoque en derechos humanos”.
Asimismo, se realizarán talleres en los planes de formación de aspirantes a oficial policial de la Escuela de Investigaciones Policiales, durante el segundo semestre del año 2019. Estos talleres de carácter teórico-práctico están orientados en el ámbito de las personas con discapacidad. En estos talleres se espera lograr transmitir la visión de la transversalidad de la variable discapacidad y de la inclusión social de las personas con discapacidad, incorporando en ellos, el tratamiento a éstas como intervinientes directos e indirectos en los procedimientos policiales, ya sea como víctima, testigo, investigado/a u otra calidad, a través de un lenguaje inclusivo y no discriminatorio
.
Carabineros de Chile, mantiene una preocupación constante respecto de los grupos vulnerables y, en el caso de las personas con discapacidad, una de las acciones más relevantes ha sido la capacitación en lengua de señas a 167 funcionarios/as para apoyar los procedimientos policiales.
Asimismo, en 2015, la institución desarrolló un video en lengua de señas, con los derechos del detenido/a, el cual se encuentra disponible en la página web de Carabineros de Chile (http://deptoddhh.carabineros.cl/privacion.html). Este video está disponible, además, para los/as funcionarios/as que, realizando un procedimiento de detención de una persona sorda, requieran dar a conocer sus derechos como detenido/a
.
La DPP, ha desarrollado acciones de capacitación a fin de abordar la temática del acceso a la justicia. En julio de 2019, en la Región de Aysén, se llevó a cabo el Seminario “Oportunidades y Desafíos para el acceso a la justicia de las personas en situación de discapacidad en la región de Aysén”
. Asimismo, la Defensoría Regional de Coquimbo capacitó a ocho funcionarios/as en lengua de señas durante el año 2018, y suscribió convenio de colaboración con el Hospital Psiquiátrico Phillipe Pinnel, lo que permitió capacitar a los/as defensores/as en materias de salud mental.

� A la fecha, en Chile existen 16 regiones en total. 


� Mayor información al respecto, puede consultarse en ORD. DN N° 302, de 15 de julio de 2019, de la Defensoría Penal Pública.


� Mayor información al respecto, puede consultarse en Oficio FN N°738/2019, de 05 de agosto de 2019, de Fiscalía, Ministerio Público.


 


� Mayor información al respecto, puede consultarse en ORD. DN N° 302, de 15 de julio de 2019, de la Defensoría Penal Pública.


� Fuente: Corporación Administrativa del Poder Judicial.


� Se puede ver en � HYPERLINK "https://youtu.be/AE-hnP8KYP4" �https://youtu.be/AE-hnP8KYP4� 


� Fuente: https://www.ine.cl/estadisticas/sociales/justicia


� Fuente: Corporación Administrativa del Poder Judicial


� Mayor información al respecto, puede consultarse en Oficio FN N°738/2019, de 05 de agosto de 2019, de Fiscalía, Ministerio Público.





� Mayor información al respecto, puede consultarse en ORD. N° 137, de 18 de julio de 2019, de la Policía de Investigaciones de Chile, Subdirección de Desarrollo de Personas.


� Mayor información al respecto, puede consultarse en ORD. N° 24, de 12 de julio de 2019, de Carabineros de Chile.


� Mayor información al respecto, puede consultarse en ORD. DN N° 302, de 15 de julio de 2019, de la Defensoría Penal Pública.
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